BOLETÍN Nº 314-07
INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO recaído en el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados que introduce modificaciones al Código de Procedimiento Penal en lo relativo a los delitos de robo y de hurto.
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo tramite constitucional, que introduce modificaciones al Código de Procedimiento Penal en lo relativo a los delitos de robo y de hurto.
Esta iniciativa legal se originó en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, quien, en el mismo documento, hizo presente, además, la urgencia para su despacho, en todos sus tramites, calificándola de "suma".
Posteriormente,  en  la  sesión ordinaria del Senado celebrada el día 23 de abril de 1991, se dio cuenta de un oficio del Ejecutivo por el que retira y hace presente nuevamente la urgencia para la tramitación de este proyecto, calificándola esta vez de "simple".
A algunas de las sesiones en que se consideró esta iniciativa asistió el señor Ministro de Justicia don Francisco Cumplido Cereceda y el H. Senador señor Vicente E. Huerta Célis.
El Mensaje de S.E. el Presidente de la República expresa que la política que el actual Gobierno ha elaborado para enfrentar en forma eficiente y oportuna la comisión de determinados delitos, especialmente los de hurto y robo, contempla la agilización de los trámites para que los afectados o denunciantes puedan ejercer, sin trabas y en forma expedita, su acción ante los organismos policiales y los tribunales de justicia, con el propósito de garantizar tanto el derecho de la ciudadanía a recurrir al auxilio de la fuerza pública, como el procesamiento y sanción de los culpables por parte de la justicia.

Continúa manifestando que los estudios realizados demuestran que la comunidad no ve una relación directa entre la denuncia presentada ante los organismos policiales o los tribunales .e justicia y la sanción de los responsables.
Más aún, añade, la sociedad percibe que la delincuencia ha adecuado su forma de actuar para aprovechar las deficiencias de la actual legislación y existe la impresión de que el delincuente dispone de mecanismos para atemorizar al denunciante, especialmente cuando éste proviene de la misma comunidad o sector social que aquél. Así por ejemplo, agrega, es conocido el hecho de que quien ratifica una denuncia ante los tribunales se expone a una posible represalia. Manifiesta,  enseguida,  que la actual legislación exige que se acredite la preexistencia de las especies sustraídas, en los casos de hurto y robo, para establecer la existencia del delito, señalando que el juez, por su parte, tiene cinco días para encargar reo al detenido. Señala que el efecto práctico de esta normativa es que, por regla general, dentro de esos cinco días no sea posible efectuar la aludida acreditación, lo que significa que el delito no queda configurado y, consecuentemente, que el detenido recupera su libertad.
Destaca, asimismo, que la exigencia de ratificar la denuncia por parte de la víctima, antes de instruir proceso, unida al hecho de que habitualmente los afectados no concurren a los tribunales a cumplir el referido trámite, por lo engorroso y la excesiva duración del procedimiento, trae como resultado que no se pueda acreditar la existencia del delito.
Concluye expresando que lo expuesto pone de manifiesto la gravedad de una situación que es necesario corregir, pues, por una parte, no permite sancionar oportunamente a quien infringe la ley y, por otra, produce en la comunidad una creciente desconfianza en las reales posibilidades que tienen tanto los organismos policiales como los tribunales de justicia para actuar efectivamente contra la delincuencia.
Discusión en General
El señor Ministro de Justicia hizo presente, en primer término, que el proyecto en análisis tuvo su origen en una proposición que, en el mes de noviembre de 1990, formulara al Gobierno el entonces Presidente del Instituto de Derecho Procesal don Miguel Otero para introducir algunas modificaciones al Código de Procedimiento Penal, destinadas a facilitar la investigación y sanción de los delitos de hurto y robo.
Agregó que,  posteriormente, el Ejecutivo fue informado que esta iniciativa contaba, además, con el patrocinio del Partido Renovación Nacional.
En atención a lo expuesto, y luego de su estudio por parte de una Comisión de Gobierno, S.E. el Presidente de la República sometió a trámite legislativo el presente proyecto de ley que introduce diversas modificaciones al Código de Procedimiento Penal, con las siguientes finalidades:
1.- Establecer, en los casos de delitos de hurto y robo, un procedimiento más ágil y expedito, que permita probar la preexistencia de las especies dentro del plazo de cinco días de que dispone el juez para decidir la encargatoria de reo de los responsables;
2.- Disponer en forma explícita que una vez recibida una denuncia, y sin más tramite, el juez debe proceder a instruir proceso, con el objeto de poner término a las diferentes interpretaciones que han surgido en los tribunales de justicia, a raíz de la expresión "formalizada la denuncia", que emplea el artículo 91 del Código de Procedimiento Penal, toda vez que muchos jueces exigen que ella sea ratificada, lo que, en el hecho, significa que muchas denuncias se archivan por falta de cumplimiento de la referida exigencia, y
3.- Facilitar, en los casos de delito flagrante, la detención del delincuente, por cuanto actualmente cuando, en el curso de una persecución, éste ingresa a un lugar cerrado, la fuerza pública no puede entrar al mismo sin previa orden judicial, lo que favorece la impunidad en tales casos.
Continuó manifestando que la Cámara de Diputados, durante el primer trámite constitucional, adicionó el proyecto con diversas otras enmiendas, entre las que cabe destacar las siguientes:
a) En materia de procedimiento, se faculta al juez de la causa para encargar a Carabineros de Chile y a la Policía de Investigaciones el registro y retiro de documentación, sobre la base de una resolución específica que debe señalar el lugar preciso a ser registrado, el objeto del registro y las especies a incautarse, toda vez que los jueces y los secretarios -que son los funcionarios habilitados por el Código de Procedimiento Penal para realizar esta diligencia- no disponen, en la práctica, de tiempo suficiente para efectuarla.
Además, se reitera la reserva de los partes policiales, así como de las actuaciones en el tribunal, en relación con la identidad de los testigos que se presenten a declarar ante el propio tribunal, Carabineros de Chile o la Policía de Investigaciones. Sobre el particular, se permite a los testigos solicitar la reserva de su identidad, prohibiéndose expresamente en tal caso la divulgación en cualquier forma de la misma, así como de los antecedentes que conduzcan a ella, incluso a través de los medios de comunicación social, desde el instante en que se produzca el hecho que presenta caracteres de delito y hasta el término del secreto del sumario. Finalmente, se faculta al juez para que, a petición de un testigo, pueda, en casos determinados, tomar medidas encaminadas a proteger su seguridad personal;
b) En lo que dice relación con el Código Penal, se modifica el artículo 17, Nº 3°, asignando la calidad de encubridores a todos aquéllos que, en la situación que describe el artículo, alberguen, oculten o proporcionen la fuga al culpable, eliminando los requisitos adicionales que exige actualmente la disposición para considerar a una persona como tal. Asimismo, se tipifica un nuevo delito, de obstrucción a la justicia, que sanciona dos situaciones diferentes. Una, consistente en rehusar injustificadamente una persona proporcionar a la justicia antecedentes relacionados con un determinado delito y, la otra, que eleva a la categoría de delito un determinado tipo de encubrimiento, cual es el contemplado en el artículo 17, N* 2", del Código Penal, y c) Se agrega un artículo 3°, nuevo, que modifica el Decreto Ley Nº 3.607, de 1981, que establece normas sobre vigilantes privados, con el objeto de traspasar del Ejército a Carabineros de Chile la tuición y control de los referidos vigilantes Finalmente, el señor Ministro hizo presente que, durante la discusión del proyecto en la Cámara de Diputados, el Gobierno hizo expresa reserva de su posición en relación con las modificaciones introducidas a la iniciativa por esa rama del Congreso Nacional, oportunidad en la que, además, anunció que presentaría indicaciones sobre la materia en el Senado.
En cumplimiento de lo prece​dentemente señalado, expresó que el Gobierno ha formulado una serie de indicaciones a la iniciativa, que en este informe se explican en la parte relativa a la discusión en particular del proyecto.
Vuestra Comisión, por unanimidad, aprobó la idea de legislar, por coincidir plenamente con el propósito central de la iniciativa, encaminado a agilizar los procesos con el fin de hace más efectiva la acción de la justicia en la sanción de los delitos, en especial en lo relativo a los de hurto y robo.
Discusión en Particular
A continuación se efectúa una relación sucinta de cada una de las disposiciones del proyecto y de los acuerdos adoptados a su respecto. La mayor parte de los acuerdos fue adoptada en forma unánime. Cuando no es así, se deja constancia de la votación respectiva.
Artículo 1°
Introduce diversas modificaciones al Código de Procedimiento Penal.
Nº 1
Agrega dos incisos al artículo 83 del Código mencionado. El referido artículo dispone que todo el que tenga conocimiento de un hecho punible puede denunciarlo, estableciendo que están obligados a recibir la denuncia no sólo el tribunal que deba conocer de la causa, sino también cualquier tribunal que ejerza jurisdicción en materia criminal y los funcionarios de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones, los que deberán trasmitirla de inmediato al tribunal que juzguen competente.
El primero de los incisos que se propone agregar al citado precepto, establece que el funcionario de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones que reciba una denuncia por hurto o robo deberé, en el acto de hacerlo, exigir del denunciante y de dos testigos, una declaración jurada sobre la preexistencia y el valor de las cosas sustraídas, la cual deberá adjuntarse necesariamente a la denuncia que se formule al tribunal. Añade, además, que igual obligación tendré el funcionario que reciba una denuncia en el tribunal.

El segundo de los incisos que agrega, preceptúa que, tratándose de los delitos de hurto y robo, la Policía de Investigaciones o Carabineros de Chile deberán practicar de inmediato y sin previa orden judicial, las diligencias establecidas en el artículo 120 bis, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 260.

Señala, además, que las diligencias que debieren practicarse en recinto cerrado, sólo se podrán realizar con autorización previa y expresa del propietario, arrendatario o persona a cuyo cargo esté el local en que deban efectuarse, disponiendo que el parte enviado al tribunal en que se consigne la denuncia, deberá detallar las diligencias efectuadas y, en caso contrario, las razones por las cuales no se hicieron. S. E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir el primer inciso que se agrega al artículo 83 del Código de Procedimiento Penal, ya explicado, con el objeto de circunscribir solamente al denunciante la declaración acerca de la preexistencia y el valor de las especies sustraídas, eliminando la exigencia de que, además, hicieren tal declaración dos testigos. Sin perjuicio de lo anterior, establece que, en forma voluntaria, sea recibida la declaración de dos testigos que deseen deponer sobre los hechos señalados.

La indicación se funda en que –a juicio del Gobierno- la exigencia de dos testigos haría inoperante el sistema, pues sólo en escasas ocasiones se podría contar con ellos.

Vuestra Comisión desestimó la propuesta del Ejecutivo y aprobó una indicación de los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Jarpa, Larre, Letelier y Otero que, además de excluir la declaración de testigos en esta etapa, circunscribe la declaración jurada del denunciante a la sola preexistencia del dominio. En cuanto dice relación con la apreciación del valor de las cosas hurtadas o robadas, se admite una declaración sin formalidades.

Esta declaración jurada del denunciante es antecedente suficiente para dictar el auto de procesamiento, más no para acusar y sentenciar, actuaciones que exigen prueba completa, conforme a las reglas generales.
Respecto de una prueba testimonial rendida ante los agentes policiales, la Comisión consideró que resultaría inoperante, ya que su valor podría ser impugnado por tratarse de una diligencia no controvertida.
El segundo inciso que se agrega al artículo 83 del Código de Procedimiento Penal fue aprobado con enmiendas de forma. Por lugar cerrado debe entenderse aquel al cual no tiene libre acceso el público, independientemente de que por la titularidad del dominio se trate de un bien público o privado.
Nº 2
Modifica el artículo 91.
Esta disposición establece, en esencia, que una vez formalizada la denuncia el juez procederá inmediatamente a la comprobación del hecho denunciado, con las excepciones que señala.
La enmienda que se propone consiste en sustituir la frase inicial "Formalizada la denuncia", por otra que establece que "Recibida la denuncia y sin más trámite" el juez debe proceder en la forma precedentemente señalada.
El señor Ministro de Justicia explicó que esta modificación se funda en las diferentes interpretaciones a que ha dado lugar la frase que se sugiere reemplazar, por cuanto algunos tribunales estiman que sólo cabe dar curso al proceso una vez que la denuncia ha sido ratificada. Por ello, para evitar toda duda sobre la materia, se explicita que basta la recepción de la denuncia, para que el juez deba proceder en la forma indicada en el precepto, sin que sea necesaria, ni mucho menos exigible, la ratificación.
Vuestra Comisión aprobó este número en los mismos términos propuestos.
N° 3
Agrega una oración al número 4* del articulo 120 bis.

El artículo 120 bis señala las atribuciones que la orden de investigar cursada por un juez otorga a Carabineros de Chile, a la Policía de Investigaciones o a Gendarmería, confiriéndole, en su número 4*, la de citar a los testigos presenciales del hecho punible investigado, bajo apercibimiento de arresto.
Este número agrega al referido N° 4° una oración que dispone que, tratándose de los delitos de hurto y robo, tendrán, además, la facultad de señalar y citar a los testigos de preexistencia de las especies sustraídas.
Vuestra Comisión aprobó este número, con enmiendas menores encaminadas a perfeccionar la redacción de la norma.
Nº 4
Modifica el artículo 146.
El referido artículo, en su primer inciso, dispone que en los delitos de hurto o robo -entre otros- se acreditará la preexistencia de los objetos sustraídos y se dejará testimonio de los demás elementos probatorios que se descubran.
El inciso segundo estatuye que en los mencionados delitos podrán servir de testigos para acreditar la preexistencia, las personas que enumera, sin que rijan las inhabilidades fundadas en los vínculos de matrimonio, de parentesco o de dependencia laboral que tengan con los afectados por el delito.
El inciso final hace aplicable las disposiciones de los incisos anteriores al robo con violencia en las personas, con resultado de homicidio o lesiones.
El número en análisis introduce dos enmiendas al citado artículo 146.
La primera, contenida en su letra a)  agrega al final del inciso segundo del citado articulo, un párrafo que establece que, para los efectos de dictar el auto de procesamiento, será testimonio suficiente para acreditar la preexistencia y el valor de los objetos sustraídos, las declaraciones juradas del denunciante y de dos testigos a que se refiere el inciso tercero del artículo 83.
La segunda, contemplada en su letra b), intercala un nuevo inciso tercero al mencionado articulo, que prescribe que en los casos señalados en el artículo 454 del Código Penal -que, en esencia, dispone que se presumirá autor del robo o hurto de una cosa a aquél en cuyo poder se encuentre- no se requerirá acreditar la preexistencia de las especies encontradas en poder del inculpado, como tampoco el dominio ajeno, estableciendo que las circunstancias antes mencionadas.
El señor Ministro de Justicia manifestó que esta norma presenta el riesgo de que por las meras declaraciones del denunciante, sumadas a la aplicación de la presunción del artículo 454 del Código Penal, se pueda dictar una sentencia condenatoria.

Los HH.  Senadores  señores Fernández y Otero expusieron que la eventualidad de una sentencia injusta es muy remota y que, por otro lado, la disposición aprobada facilita la acción eficaz de la policía.

Expresaron que con ella se resuelve un problema muy frecuente de delincuencia común, cual es que, por ignorarse quién es dueño de especies a todas luces robadas o hurtadas, el delincuente queda libre al expirar el plazo de detención y conserva las especies sustraídas. El que las posea legítimamente no tendrá óbice para declarar su procedencia, y el que no, tendrá interés en declarar cómo las hubo, a fin de asegurarse medios de defensa.

N° 5

Incorpora cuatro nuevos incisos al artículo 156.

Este artículo regula los casos en que los tribunales pueden decretar la entrada y el registro de cualquier edificio o lugar cerrado, y el horario en el cual deberá realizarse tal diligencia.

El primero de los incisos que se agrega al artículo mencionado, faculta a Carabineros de Chile y a la Policía de Investigaciones, en caso de delito flagrare y siempre que hubieren fundadas sospechas de que responsables del delito se encuentran en un determinado recinto cerrado, para efectuar el registro de inmediato y sin previa orden judicial, para los efectos de proceder a la detención del delincuente. Establece, además, que el funcionario que practique el registro deberá individualizarse y cuidará que la diligencia se realice efectuando el menor daño y con las menores molestias para los ocupantes del recinto. El segundo de los incisos nuevos, dispone que se deberá otorgar al propietario o encargado del local, un certificado que acredite el hecho del registro y la individualización de los funcionarios que lo practicaron y del que lo haya ordenado.

Los dos últimos incisos que se añaden, preceptúan que la copia del certificado indicado en el inciso anterior, junto al parte correspondiente, serán remitidos al tribunal competente, dentro de las 24 horas siguientes de efectuada la diligencia, estableciendo que la infracción a esta norma se sancionará con la pena máxima prevista para el articulo 155 del Código Penal.

S.E. el Presidente de la República formuló dos indicaciones a este número.

La primera, es para sustituir el  primer inciso que se agrega al artículo 156 del Código de Procedimiento Penal, ya explicado, por otro que exige autorización verbal o telefónica previa de un juez letrado, solicitada a través del Jefe de la Unidad Policial correspondiente, para poder efectuar el registro.

El señor Ministro de Justicia explicó que el proyecto original enviado por el Gobierno a la Cámara de Diputados, establecía una norma que disponía que, a lo menos, se debía obtener autorización telefónica del Juez. Posteriormente, la Cámara de Diputados modificó esta disposición y autorizó a Carabineros e Investigaciones para registrar recintos cerrados, sin orden judicial previa, con la obligación de otorgar un certificado de la diligencia, copia del cual se debe enviar al tribunal dentro del plazo de 24 horas desde la realización de la misma, sancionando los abusos de poder que pudieren producirse.
Agregó que el Gobierno estima que la norma aprobada por la Cámara presenta el inconveniente de que Carabineros e Investigaciones podrían verse sujetos a una serie de acusaciones infundadas. Por ello, el Gobierno propone mantener como requisito para que funcionarios de las mencionadas instituciones puedan realizar la diligencia aludida, que exista autorización verbal o telefónica previa de parte de un juez letrado.
La segunda  indicación,  plantea sustituir el inciso cuarto que se agrega al artículo 156, con el objeto de hacer extensiva la sanción que establece a cualquier infracción a lo dispuesto en el precepto citado, y no sólo a la de la norma del inciso anterior.
EL H. Senador señor Pacheco, por su parte, formuló indicación para intercalar un inciso nuevo, a continuación del primero que la Cámara de Diputados agregó al mencionado artículo 156, con el propósito de estatuir que -sin perjuicio de que en el caso en análisis Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones puedan ingresar a un recinto cerrado sin orden judicial previa- el funcionario de mayor graduación que intervenga en la diligencia deberá comunicar al tribunal, telefónica o telegráficamente al tribunal, la entrada en lugar cerrado o la detención, en su caso, inmediatamente después de ocurrida.
Los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Jarpa, Larre, Letelier y Otero formularon una indicación para fundir en un solo inciso los que se refieren a la extensión de un certificado del registro y a su remisión junto con el parte policial, en el plazo de veinticuatro horas siguientes de efectuada la diligencia.

Y otra que reemplaza el cuarto inciso que agrega el proyecto en este número, por un precepto que indica que se sancionará la infracción de cualesquiera de las obligaciones consignadas en este artículo -y no únicamente la falta de envió del certificado de registro al tribunal, o su remisión extemporánea- al mismo tiempo que precisa explícitamente la pena que se aplicará, reclusión menor en sus grados mínimo a medio o suspensión en cualquiera de sus grados, sin remitirse a un precepto del Código Penal.

La Comisión, luego de un detenido estudio de las indicaciones formuladas, acogió las dos últimas, y desechó las demás, por estimar que así se concilia en mejor forma el doble propósito de, por una parte, permitir una acción eficaz de la fuerza pública y, por otra, otorgar resguardo a los derechos de las personas .

En atención a lo expuesto, vuestra Comisión aprobó este número, con las modificaciones mencionadas.

N° 6
Sustituye el artículo 170.
El referido artículo dispone que el juez o funcionario comisionado para practicar el registro de lugar cerrado recogerá los instrumentos y efectos del delito, así como los demás objetos que estimare conducentes para el adelanto de la investigación, estableciendo que, cuando se recojan libros y papeles en la diligencia antes indicada, existe el deber de foliarlos, sellarlos, rubricarlos y emitir el certificado que indica.
 El número en análisis propone reemplazar el artículo 170 por otro, que autoriza al juez, en casos calificados, para comisionar esta diligencia a Carabineros de Chile o a la Policía de Investigaciones, señalando en la orden respectiva, el lugar preciso a ser registrado, el objeto de dicho registro y las especies a incautarse. Agrega la norma que en el caso del retiro de libros, papeles, registros o documentación mercantil o privada, el funcionario que realice la diligencia no podrá revisarlos y se limitará a retirarlos en paquetes que sellará y de cuyo contenido deberá dar recibo detallado al propietario o encargado del lugar en donde se encontraban. Finalmente, dispone que los paquetes sólo podrán ser abiertos por el juez, en presencia del secretario, levantándose acta de lo obrado.
S.E el Presidente de la República, con el objeto de corregir un error, formuló indicación para reemplazar este número por otro que, en vez de sustituir el artículo 170, agrega un inciso al artículo 172, cuyo contenido es básicamente similar al del nuevo texto del artículo 170 aprobado por la Cámara de Diputados, con la sola diferencia de establecer explícitamente que el objeto del encargo es la entrada y registro en lugar cerrado.
Los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Jarpa, Larre, Letelier y Otero hicieron indicación en el mismo sentido, con variantes formales que incluyen el registro de investigación y el de incautación y que apuntan a incorporar en la norma los requisitos y los fines que hacen procedente esta nueva modalidad de delegación de atribuciones judiciales.
Vuestra Comisión aprobó el texto que os recomienda más adelante, que recoge lo sustancial de esta última proposición de enmienda y de la del Ejecutivo.
Acordó dejar constancia de que este precepto faculta para verificar si los papeles y documentos están o no incluidos en la orden judicial, sin que por motivo alguno puedan los funcionarios policiales detenerse a examinar su contenido, tarea ésta que la ley reserva al juez. Con ello se busca cautelar la privacidad de la correspondencia y demás papeles que quedan amparados por las garantías fundamentales de los números 4º y 5º del artículo 19 de la Constitución Política de la República.
N° 7
Agrega cinco incisos al artículo 189.
El mencionado artículo establece las obligaciones de concurrir y declarar en causa criminal, para todas las personas que residan en Chile y no se hallaren legalmente exceptuadas.
El primero de los incisos que este número propone agregar al citado artículo 189, estatuye que todo testigo consignado en el parte policial, o que se presente voluntariamente a Carabineros de Chile, a la Policía de Investigaciones, o al tribunal, podrá requerir de éstos la reserva de su identidad.
El segundo de los incisos que se agrega, dispone que las autoridades mencionadas deberán dar a conocer este derecho al testigo y dejar testimonio escrito de su decisión.

El tercer y cuarto incisos nuevos, establecen la prohibición de divulgar la identidad del testigo, o de antecedentes que conduzcan a ella, en cualquier forma, incluso a través de un medio de comunicación social, cuando aquél hubiere hecho uso del aludido derecho a reserva, disponiendo que tal prohibición regirá desde que se produzca el hecho que presenta carácter de delito, hasta el término del secreto del sumario.

El último inciso que se propone incluir preceptúa que, en casos graves y calificados, el juez podrá disponer medidas especiales destinadas a proteger la seguridad del testigo que lo solicite, las que durarán el tiempo que disponga el tribunal y podrán ser renovadas las veces que sean necesarias.

S.E. el Presidente de la República formuló indicación para suprimir este número.
El señor Ministro de Justicia explicó que esta indicación se funda en que el Gobierno estima que los incisos que se agregan al articulo 189 son una reiteración de lo ya existente, toda vez que el parte policial es reservado y el proceso judicial es secreto, mientras esté en sumario o no se decrete su conocimiento. Añadió que, si lo que se pretende es reforzar el secreto respecto de los testigos, hay que ser muy cuidadosos en la redacción de la norma, pues la propuesta da la impresión que el testigo sería anónimo, por lo que si se toma la decisión de mantenerla sería necesario, en todo caso, corregirla. Finalmente, hizo presente la conveniencia de contemplar una sanción para los casos de infracción a lo dispuesto en este precepto, cometida por un medio de comunicación social.
La Comisión fue de parecer que es conveniente mantener la disposición propuesta en el proyecto de la H. Cámara de Diputados, por lo que rechazó la indicación del Ejecutivo para suprimirla.
Los  HH.  Senadores  señores Fernández y Pacheco hicieron indicación para corregir el primer inciso, aclarando al final del mismo que la reserva de identidad es válida respecto de terceros, pero que no puede ser invocada para prestar un testimonio en forma anónima, sin identificarse plenamente el deponente ante el tribunal. Y también para consagrar para el responsable de revelar una identidad que deba guardarse en reserva, el castigo previsto en el artículo 246 del Código Penal.
Vuestra Comisión acogió la primera y rechazó la última.
El Ejecutivo propuso penalizar la infracción de la obligación de guardar reserva con la sanción del artículo 19 de la ley N* 16.643, sobre abusos de publicidad, consistente en multa.
Enseguida,  los HH.  Senadores señores Diez, Fernández, Jarpa, Larre, Letelier y Otero formularon una indicación que regula los efectos del ejercicio de este derecho de los testigos y fija una pena privativa de libertad para los responsables de divulgar la identidad de los mismos o de antecedentes que conduzcan a establecerla, consistente en la de reclusión menor en sus grados medio a máximo.
Vuestra Comisión aprobó en forma unánime la primera parte del inciso, que consagra la prohibición y añadió la exigencia de que ésta sea decretada por el tribunal, dejando constancia de que entiende que antes de tal decreto no puede haber delito por parte de terceros que no tienen acceso al parte o al sumario.
En cuanto al inciso segundo, se agregó al precepto una frase en virtud de la cual la prohibición de informar rige para quienes reciben una petición de reserva. En su caso quedan obligados desde que el testigo decide que su identidad se guarde bajo reserva, aunque la orden judicial respectiva sea posterior.

En lo que se refiere a la penalidad, en cambio, se dividieron los pareceres.

Primeramente, hubo acuerdo para establecer una pena para quienes proporcionen la información y otra diferente para los responsables de los medios de comunicación que incurran en tal ilícito. La Comisión estimó que hay mayor gravedad en la conducta de los primeros, que generalmente quebrantarán un deber funcionario; además, le pareció conveniente mantener para los medios de prensa y difusión el mismo criterio punitivo que ella fijara al aprobar la ley N" 19.048.En segundo término, la sanción de quienes proporcionen la información fue asimilada a la que para el quebrantamiento de una orden judicial fija el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, que es de reclusión menor en su grado medio a máximo.

Lo que fue acordado por tres votos contra dos. Formaron mayoría los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Letelier. La minoría, integrada por los HH. Senadores señores Pacheco y Vodanovic, estuvo por una pena de reclusión menor en su grado medio. Este último señaló que le parece excesivamente alta la pena para una figura que por primera vez se establece en nuestra legislación.

Por último, en lo concerniente al castigo de los responsables de medios de comunicación, se siguió el criterio indicado por el Ejecutivo, pero sin remitirse a la ley N" 16.643 sino que repitiendo la disposición punitiva que prevé su 
artículo 19.

En el cuarto de los nuevos incisos que se agregan en virtud de este número al artículo 189 del Código de Procedimiento Penal, se corrigió la redacción, que establece que la vigencia de la prohibición comienza cuando se produzca el delito, para hacerla correr desde que éste se descubra, ya que del otro modo la limitación obligaría aún antes de iniciarse el proceso, de prestar declaración el testigo y de solicitarse la reserva. Este precepto debe entenderse en armonía con la frase agregada más arriba, en el sentido de que la prohibición debe ser decretada por el juez para que rija respecto de terceros.
Como consecuencia de los acuerdos precedentemente señalados, vuestra Comisión aprobó este número, con las enmiendas mencionadas.
Artículo 2°
Introduce diversas modificaciones al Código Penal.
N" 1
Sustituye el número tercero del artículo 17.
El referido articulo establece que son encubridores los que, con conocimiento de la perpetración de un crimen o simple delito o de los actos ejecutados para llevarlo a cabo, sin haber tenido participación en él como autores ni como cómplices, intervienen con posterioridad a su ejecución por alguno de los siguientes medios:
1") Los que aprovechen por sí mismos los efectos del crimen o simple delito o faciliten a los delincuentes medios para hacerlo;

2°) Los que oculten o inutilicen el cuerpo, los efectos o instrumentos del crimen o simple delito para impedir su descubrimiento;

3º) Los que alberguen, oculten o proporcionen la fuga al culpable, siempre que concurra algunas de las circunstancias siguientes:

a) La de intervenir abuso de funciones públicas por parte del encubridor, o

b) Ser el delincuente reo de traición, parricidio u homicidio cometido con alguna de las circunstancias agravantes que indica, si estuvieren en noticia del encubridor, o cuando el delincuente fuere conocido como reo habitual de otros crímenes o simples delitos, y

4º) Los que acojan, recepten o protejan habitualmente a malhechores, sabiendo que lo son, o les faciliten los medios de reunirse u ocultar sus armas o efectos, o les suministren auxilios o noticias para que se guarden, precavan o salven.

Finalmente, el inciso final de este articulo exime de estas penas a las personas que indica, vinculadas por matrimonio o parentesco con los delincuentes, con la sola excepción de las comprendidas en el número 1°, ya explicado.
El número en análisis propone sustituir el Nº 3 del artículo 17 del Código Penal, con el objeto de ampliarlo, estableciendo que serán encubridores los que alberguen, oculten o proporcionen la fuga del culpable, aun cuando no concurran las circunstancias especiales que exige la norma vigente para atribuirles tal calidad.
S.E. el Presidente de la República formuló indicación para suprimir este número.
El señor Ministro de Justicia señaló que esta indicación se funda en que la modificación ampliaría demasiado la institución del encubrimiento, que en nuestro ordenamiento jurídico, para seguir la tradición española, es de carácter excepcional.
El señor Presidente de la Comisión manifestó que le parecía dudoso que la norma agregada en el primer trámite constitucional tuviera relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto. Sin embargo, siguiendo una conducta tradicionalmente aceptada por ambas ramas del Congreso Nacional, no hizo la declaración de inconstitucionalidad, por tratarse de un precepto aprobado por la Cámara de origen.
A indicación del H. Senador señor Fernández, la Comisión aprobó una disposición sustitutiva del número 1 del artículo 2 del proyecto de la H. Cámara de Diputados que, manteniendo las circunstancias que exige la norma vigente del Código de Procedimiento Penal, agrega una tercera circunstancia, cual es la de ser el delincuente reo de otros delitos contra las personas -diferentes de los consignados en la circunstancia segunda del mismo número 3"-, o ser reo de los delitos de robo o hurto.

Votaron por la aprobación los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Letelier. Lo hizo en contra el H. Senador señor Pacheco y se abstuvo el H. Senador señor Vodanovic.

Con idéntica votación se rechazó la indicación del Ejecutivo que suprime el número y deja las cosas como están actualmente en el Código de Procedimiento Penal.

La mayoría fundamentó su posición en la necesidad de dar señales claras de que el legislador marca pautas de defensa de la sociedad, ante el encubrimiento de delincuentes que incurren en conductas ilícitas que abundan cada día más.
Por su parte, el H. Senador señor Pacheco fundó su negativa en que la ley chilena, siguiendo el modelo español, ha considerado siempre que el encubrimiento por favorecimiento personal es de menor gravedad que aquél por favorecimiento real, considerando que la conducta de proporcionar la fuga del delincuente, o de darle albergue y ocultarlo, responde a un principio natural de solidaridad muy arraigado en el alma popular. De ahí que lo castigue solamente cuando se hace con abuso de funciones públicas, o bien en relación a delitos particularmente graves.
Si se optara por equiparar el favorecimiento personal ocasional con las restantes modalidades del encubrimiento, habría que dar al juez libertad para apreciar los antecedentes y circunstancias de hecho para considerarlo punible o no.
El H. Senador señor Vodanovic expresó que, compartiendo plenamente los argumentos recién consignados, se abstenía por las razones de orden constitucional dadas más arriba, en cuanto a la improcedencia de la norma en el contexto de las ideas matrices propuestas en el mensaje de S.E. el Presidente de la República. Además, porque le parecía que si se está dispuesto a configurar el delito de falta de cooperación con la justicia, un deber de consecuencia impone castigar en forma no menos drástica el encubrimiento, ya que ambas infracciones son igualmente reprochables.
N° 2
Agrega un nuevo inciso al artículo 210.
Este artículo dispone que el que, ante la autoridad o sus agentes, cometiere perjurio o falso testimonio en materia no contenciosa, sufrirá la pena de presidio menor en sus grados mínimos a medio y multa de seis a diez sueldos vitales.
El proyecto propone agregar un inciso nuevo que estatuye que incurrirán en igual pena los testigos de preexistencia de las especies sustraídas que perjuraren o dieren falso testimonio en la declaración que prestaren ante los agentes de policía, con arreglo al artículo 83 del Código de Procedimiento Penal.
Vuestra Comisión aprobó  una indicación de los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Jarpa, Larre, Letelier y Otero que, en concordancia con los acuerdos anteriormente adoptados respecto de las enmiendas al artículo 83 del Código de Procedimiento Penal, sanciona al denunciante que perjurare sobre la preexistencia de las cosas hurtadas o robadas, ya que se ha suprimido las declaraciones de testigos en esta etapa previa, ante la autoridad policial.
N° 3
Agrega al Título VI del Libro II, un nuevo párrafo y artículo, a continuación del artículo 269.
La norma incluida por el nuevo párrafo 2 bis -el artículo 269 bis- establece, en el primer inciso, un nuevo delito, de obstrucción a la justicia, para el que injustificadamente se rehusare a proporcionar a ésta antecedentes que conozca o que obren en su poder y que permitan establecer la existencia de un delito o la participación punible en él, o que, con posterioridad a su perpetración, destruya, oculte o inutilice el cuerpo, los efectos o instrumentos de un crimen o simple delito, disponiendo que será sancionado con la pena inferior en dos grados a la señalada para el crimen o simple delito.
El segundo inciso, señala que estarán exentas de las penas que establece este articulo las personas a que se refieren el inciso final del articulo 17 y el articulo 201 del Código de Procedimiento Penal.
S.E. el Presidente de la República formuló indicación para introducir las siguientes modificaciones a este articulo nuevo:
a) Reemplazar, en la primera frase del inciso primero, las palabras "a la justicia", por los vocablos "a los Tribunales de Justicia'.
El señor Ministro de Justicia manifestó que esta indicación tiene por objeto precisar la norma, toda vez que la "justicia" es un concepto abstracto.
b) Suprimir, en el inciso primero, la frase "o que, con posterioridad a su perpetración, destruya, oculte o inutilice el cuerpo, los efectos o instrumentos de un crimen o simple delito ".
La razón de esta supresión -explicó el citado señor Ministro- consiste en que la situación descrita es, básicamente, igual a la figura de encubrimiento contemplada en el articulo 17, N* 2', del Código Penal, por lo que no parece justificado elevarla a la categoría de delito, en particular si se tiene en consideración que tiene la misma pena.
c) Agregar, en el inciso segundo, después del guarismo "17", la expresión "de este Código", subsanando una omisión del proyecto en análisis, toda vez que la referencia al artículo 17 debe ser hecha al Código Penal y solamente la del 201 corresponde al Código de Procedimiento Penal.
El señor Presidente hizo presente, respecto de este número del articulo 2º del proyecto, la misma prevención que hizo en relación con la enmienda al artículo 17 del Código Penal incorporada en la Cámara de origen, en el sentido de que considera que el precepto nuevo no tiene relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto. Reiteró que no hacía la declaración respectiva, en consideración a que la H. Cámara de Diputados ya le ha preste su aprobación.
El H. Senador señor Vodanovic hizo indicación para reemplaza el término "injustificadamente" por "maliciosamente", en
el artículo 269 bis que se agrega. Más tarde su auto 
la retiró, en el entendido de que no es necesario exigir la concurrencia de un dolo específico.
Vuestra Comisión aprobó, por tres votos contra dos, una indicación de los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Jarpa, Larre, Letelier y Otero que elimina en la descripción del tipo penal en comento el vocablo "injustificadamente". Votaron a favor los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Letelier, y lo hicieron en contra los HH. Senadores señores Pacheco y Vodanovic.
La  mayoría  adoptó  este predicamento por considerar que el dolo está configurado por la intención positiva de obstruir la acción de los tribunales de justicia. La negativa importa resistir a un requerimiento judicial.
La minoría fue del parecer que es necesario añadir el requisito de que la falta de cooperación no resulte justificada, tomando en consideración la idiosincrasia nacional, que mueve naturalmente a las personas a la solidaridad con el perseguido, y porque se está consagrando un delito nuevo, lo que hace recomendable ser prudente en su tipificación y penalización.

Vuestra Comisión aprobó  las indicaciones del Ejecutivo reseñadas en los literales a) y c) supra. Rechazó la del literal b), porque juzgó que la frase impugnada llena el vacío legal que se produce cuando se incurre en alguna de las conductas descritas en ella después del descubrimiento del delito. Antes de tal descubrimiento opera la figura del encubrimiento, después, la del artículo 269 bis.
En consecuencia con lo anterior, aprobó una indicación del H. Senador señor Otero que reemplaza la palabra "perpetración" por "descubrimiento".
Aprobó también la indicación de los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Jarpa, Larre, Letelier y Otero que redacta en términos técnicamente más adecuados la frase relativa a la penalidad asignada a esta figura.
Los HH. Senadores señores Diez, Fernández, Jarpa, Larre, Letelier y Otero hicieron indicaciones para agregar nuevas enmiendas al Código Penal.
La primera, es para sustituir los números 2º y 3º del artículo 10, rebajando a 16 años la mayoría de edad para efectos penales y a 14 años el límite dentro del cual corresponde al juez de menores calificar si el inculpado obró o no con discernimiento.
La segunda, agrega al artículo 11 una circunstancia atenuante consistente en ser menor de 18 años a la fecha de comisión del delito.
Ambas fueron retiradas, en vista de que el señor Ministro de Justicia expresó que se está estudiando un proyecto de ley que abordará orgánicamente el problema de la delincuencia de los menores. Este no se resuelve por la sola modificación de normas del código del ramo, sino que implica enfrentar temas como el de los recintos carcelarios y el de las medidas de protección, reeducación y reinserción social de los menores que delinquen.
La cuarta, agrega al artículo 12 una circunstancia agravante consistente en tener la calidad de indultado.
La quinta, relacionada con la anterior, agrega un inciso al artículo 64 del Código Penal a fin de regular los efectos de la nueva circunstancia agravante de responsabilidad penal y dispone que su concurrencia hará aumentar en un grado la pena impuesta al delito. Pero si la nueva infracción cometida por un indultado  tiene resultado  de  muerte  o  lesiones graves, la pena es aumentada en dos o tres grados.
El señor Presidente de  la Comisión, en uso de la facultad que le otorga el articulo 24 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, en relación con el artículo 25 de la misma, declaró inadmisibles estas dos últimas indicaciones, por no decir relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto.
A indicación del H. Senador señor Diez, la Comisión reconsideró la declaración precedente y tuvo por admisibles las indicaciones, por tres votos contra uno y una abstención. Votaron por la admisibilidad los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Letelier; lo hizo en sentido contrario el H. Senador señor Pacheco, y se abstuvo el H. Senador señor Vodanovic.
Puestas  en  votación  las indicaciones, ellas fueron aprobadas por tres votos contra dos. Estuvieron a favor los HH. Senadores señores Diez, Fernández y Letelier y en contra los HH. Senadores señores Pacheco y Vodanovic.
Articulo 3º
Este artículo introduce diversas modificaciones al D.L. N° 3.607, de 1981, que establece normas sobre vigilantes privados.
Ellas tienden, principalmente, a desplazar de las autoridades del Ejército a las de Carabineros de Chile, atribuciones concernientes a la autorización y fiscalización de las empresas que prestan servicios de vigilancia privada y otros servicios pertenecientes al área de la seguridad.

Vuestra Comisión  lo suprimió, acogiendo una indicación de S.E. el Presidente de la República, fundada en que prontamente se enviará al Congreso un proyecto de ley que enfrenta estos temas en su integridad.

Eliminó igualmente el artículo transitorio, que fija un plazo de 60 días para llevar a la práctica el cambio de dependencia de los vigilantes privados.
En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:
ARTICULO 1° Número 1.-
Reemplazar el primer inciso que se agrega al articulo 83, por el siguiente:
"El funcionario de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones o el tribunal que reciba una denuncia por hurto o robo deberá, en el acto de hacerlo, requerir del denunciante una declaración jurada, ante él, sobre la preexistencia de las cosas sustraídas y una apreciación de su valor.".
Redactar el segundo de los incisos que se agregan al artículo 83 en los siguientes términos: "Tratándose de delitos de hurto o robo o de delitos contra las personas, Carabineros de Chile o la Policía de Investigaciones, en su caso, deberán practicar de inmediato y sin previa orden judicial, las diligencias que se establecen en el artículo 120 bis, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 260. Las diligencias que debieren practicarse en recinto cerrado, sólo se podrán realizar con autorización previa y expresa del propietario, arrendatario o persona a cuyo cargo esté el local en que deban efectuarse. El parte al tribunal en que se consigne la denuncia, deberá detallar las diligencias efectuadas y, en caso contrario, las razones por las cuales no se hicieron.".
Número 3.-
Sustituir la conjunción copulativa "y", que figura entre las palabras "hurto" y "robo", por la disyuntiva "o", y el verbo "señalar" por "indicar"
Número 4.
Redactar la letra a) como se indica a continuación:
"a) Agrégase en el inciso segundo la siguiente frase: "La declaración jurada y la apreciación pecuniaria a que se refiere el inciso tercero del articulo 83 serán antecedentes suficientes para acreditar la preexistencia y el valor de los objetos sustraídos, para el solo efecto de dictar el auto de procesamiento.".".

En la letra b),  agregar al encabezamiento la siguiente frase, precedida de una coma (,): "pasando el actual a ser cuarto". Además, sustituir  las palabras

"como tampoco" por la conjunción copulativa "ni" y los vocablos "las especies" por "las cosas".

Número 5.-
Refundir en uno solo los incisos segundo y tercero que se agregan al articulo 156, redactando este último en la forma que se expresa enseguida: "Copia de este certificado deberá adjuntarse al parte policial respectivo, el cual deberá enviarse al tribunal competente, dentro de las 24 horas siguientes de efectuada la diligencia.".
Reemplazar el último de los incisos que se agregan al artículo 156 por el siguiente:
"La infracción a las obligaciones establecidas en el inciso precedente, será sancionada con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio o con la de suspensión en cualquiera de sus grados.".

Número 6.-
Sustituirlo por el siguiente:
"6.- Agrégase al artículo 172 el siguiente inciso tercero:
"En casos calificados, el juez, además, podrá encargar a Carabineros de Chile o a la Policía de Investigaciones la entrada y registro en lugar cerrado, conforme a lo establecido en el artículo 156. La orden respectiva deberá señalar el lugar preciso del registro, su finalidad y las especies que se ordena incautar, en su caso. En el evento que disponga el retiro de libros, papeles, registros o documentación mercantil o privada, el funcionario que realice la diligencia no podrá imponerse de su contenido y sé limitará a su retiro en paquetes que sellará. Deberá dar recibo detallado de lo incautado al propietario o encargado del lugar. Los paquetes sólo podrán ser abiertos por el juez, en presencia del secretario, levantándose acta de lo obrado.".".
Número 7.-
Agregar al final del primero de los incisos que se adicionan al artículo 189  la expresión "respecto de terceros".
En el segundo de dichos incisos, reemplazar los términos "testimonio escrito" por "constancia escrita".
Además, agregar la siguiente frase, reemplazando el punto final (.) por una coma (,): "quedando de inmediato afectas a la prohibición que se establece en el inciso siguiente.".
Sustituir el tercero de aquellos incisos por el siguiente:
"Si el testigo hiciere uso de este derecho, queda prohibida la divulgación, en cualquier forma, de su identidad o de antecedentes que conduzcan a ella. El tribunal deberá decretar esta prohibición. La infracción a esta norma será sancionada con la pena que establece el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil , tratándose de quien proporcione la información. En caso que la información sea difundida por algún medio de comunicación social, su director será castigado con una multa de diez a cincuenta ingresos mínimos mensuales.".
En el cuarto, reemplazar la forma verbal "produzca" por "descubra".
ARTICULO 2"
Incorporar como número 1,  el siguiente, nuevo:
 "1.- Agrégase al artículo 12 el siguiente numero:  "20a. Tener la calidad de indultado”.
N° 1
Pasa a ser número 2, sustituido
por el que sigue:
"2.- Agrégase al número 3* del artículo 17 el siguiente párrafo:
"Tercera. La de ser el delincuente reo de otros delitos contra las personas o de los delitos de robo o hurto.".".
Insertar como número 3.- el siguiente, nuevo:
"3.- Agrégase al artículo 64 el siguiente inciso tercero:
"La agravante del número 20 del artículo 12 de este Código aumentará en un grado la pena asignada al nuevo delito. Si la nueva infracción es un crimen o un simple delito en contra de las personas que produzca lesiones graves o muerte, la pena se aumentará en dos o tres grados.".".
Nº 2
Pasa a ser número 4.-, reemplazado como sigue: el siguiente inciso:

"4.- Agrégase en el artículo 210,
"En igual pena incurrirá el denunciante que perjurare sobre la preexistencia de la especie hurtada o robada, en la declaración que preste con arreglo a lo establecido en el articulo 83 del Código de Procedimiento Penal.".".
N° 3
Pasa a ser número 5.-.
Sustituir el artículo 269 bis que por él se agrega, por el que se indica enseguida:

"Artículo 269 bis.- El que se rehusare a proporcionar a los tribunales de justicia antecedentes que conozca o que obren en su poder y que permitan establecer la existencia de un delito o la participación punible en él, o que, con posterioridad a su descubrimiento, destruya, oculte o inutilice el cuerpo, los efectos o instrumentos de un crimen o simple delito, será sancionado con la pena señalada para el respectivo crimen o simple delito, rebajada en uno o dos grados.
Estarán exentas de las penas que establece este artículo las personas a que se refieren el inciso final del artículo 17 de este Código y el artículo 201 del Código de Procedimiento Penal.".".
ARTICULO 3°
Suprimirlo.
Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY
"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de 
Procedimiento Penal:
1.- Agréganse al artículo 83 los siguientes incisos:
"El funcionario de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones o el tribunal que reciba una denuncia por hurto o robo deberá, en el acto de hacerlo, requerir del denunciante una declaración jurada, ante él, sobre la preexistencia de las cosas sustraídas y una apreciación de su valor.
Tratándose de delitos de hurto o

robo o de delitos contra las personas, Carabineros de Chile o la Policía de Investigaciones,; en su caso, deberán practicar de inmediato y sin previa orden judicial, las diligencias que se establecen en el artículo 120 bis, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 260. Las diligencias que debieren practicarse en recinto cerrado, sólo se podrán realizar con autorización previa y expresa del propietario, arrendatario o persona a cuyo cargo esté el local en que deban efectuarse. El parte al tribunal en que se consigne la denuncia, deberá detallar las diligencias efectuadas y, en caso contrario, las razones por las cuales no se hicieron.".

2.- Sustituyese en el artículo 91

la frase inicial "Formalizada la denuncia", por "Recibida la denuncia y sin más tramite".

3.- Agrégase al número 4*  del artículo 120 bis, la siguiente oración, sustituyendo el punto y coma (;) por punto aparte (.):

"Tratándose de los delitos de hurto

o robo, indicar y citar, además, a los testigos de preexistencia de las especies sustraídas, en la forma establecida en el párrafo anterior.".

4.- Modifícase el artículo 146 de la siguiente forma:

a) Agrégase en el inciso segundo la

siguiente frase: "La declaración jurada y la apreciación pecuniaria a que se refiere el inciso tercero del artículo 83 serán antecedentes suficientes para acreditar la preexistencia y el valor de los objetos sustraídos, para el solo efecto de dictar el auto de procesamiento.".

b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:

"En los casos contemplados en el

artículo 454 del Código Penal, no se requerirá acreditar la preexistencia de las cosas encontradas en poder del inculpado, ni el dominio ajeno. Ambas circunstancias se presumirán por el solo hecho de que el inculpado no pueda acreditar su legítima posesión.".

5.- Agréganse los  siguientes incisos al artículo 156:

"Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones, en caso de delito flagrante y siempre que hubieren fundadas sospechas de que responsables del delito se encuentren en un determinado recinto cerrado, podrán, para los efectos de proceder a su detención, efectuar el registro de inmediato y sin previa orden judicial. El funcionario que practique el registro deberá individualizarse y cuidará que la diligencia se realice causando el menor daño y las menores molestias posibles a los ocupantes del recinto.
Además,  deberá  otorgar  al propietario o encargado del local, un certificado que acredite el hecho del registro, la individualización de los funcionarios que lo practicaron y de quien lo ordenó. Copia de este certificado deberá adjuntarse al parte policial respectivo, el cual deberá enviarse al tribunal competente, dentro de las 24 horas siguientes de efectuada la diligencia.
La infracción a las obligaciones establecidas en el inciso precedente, será sancionada con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio o con la de suspensión en cualquiera de sus grados.".
6.- Agrégase al artículo 172 el siguiente inciso tercero:
"En casos calificados, el juez, además, podrá encargar a Carabineros de Chile o a la Policía de Investigaciones la entrada y registro en lugar cerrado, conforme a lo establecido en el artículo 156. La orden respectiva deberá señalar el lugar preciso del registro, su finalidad y las especies que se ordena incautar, en su caso. En el evento que disponga el retiro de libros, papeles, registros o documentación mercantil o privada, el funcionario que realice la diligencia no podrá imponerse de su contenido y se limitará a su retiro en paquetes que sellará. Deberá dar recibo detallado de lo incautado al propietario o encargado del lugar. Los paquetes sólo podrán ser abiertos por el juez, en presencia del secretario, levantándose acta de lo obrado.".
7.- Agréganse al artículo 189 los siguientes incisos:
"Todo testigo consignado en el parte policial, o que se presente voluntariamente a Carabineros de Chile, a la Policía de Investigaciones, o al tribunal, podrá requerir de éstos la reserva de su identidad respecto de terceros.
Las autoridades referidas deberán dar a conocer este derecho al testigo y dejar constancia escrita de su decisión, quedando de inmediato afectas a la prohibición que se establece en el inciso siguiente.
Si el testigo hiciere uso de este derecho, queda prohibida la divulgación, en cualquier forma, de su identidad o de antecedentes que conduzcan a ella. El tribunal deberá decretar esta prohibición. La infracción a esta norma será sancionada con la pena que establece el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, tratándose de quien proporcione la información. En caso que la información sea difundida por algún medio de comunicación social, su director será castigado con una multa de diez a cincuenta ingresos mínimos mensuales.
Esta prohibición regirá desde que se descubra el hecho que presenta caracteres de delito y hasta el término del secreto del sumario.
Sin perjuicio de lo anterior, el juez, en casos graves y calificados, podrá disponer medidas especiales destinadas a proteger la seguridad del testigo que lo solicite. Dichas medidas durarán el tiempo razonable que el tribunal disponga y podrán ser renovadas cuantas veces fueren necesarias.".
Artículo 2°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:
1.- Agrégase al artículo 12 el siguiente número:
"20a.  Tener  la calidad  de indultado.".
2.- Agrégase al número 3* del artículo 17 el siguiente párrafo:

"Tercera. La de ser el delincuente reo de otros delitos contra las personas o de los delitos de robo o hurto.".

3.- Agrégase al artículo 64 el siguiente inciso tercero:

 "La agravante del número 20 del artículo 12 de este Código aumentará en un grado la pena asignada al nuevo delito. Si la nueva infracción es un crimen o un simple delito en contra de las personas que produzca lesiones graves o muerte, la pena se aumentaré en dos o tres grados.".
4.- Agrégase en el articulo 210, el
siguiente inciso:
"En igual pena incurrirá el denunciante que perjurare sobre la preexistencia de la especie hurtada o robada, en la declaración que preste con arreglo a lo establecido en el articulo 83 del Código de Procedimiento Penal.".
5.- Agrégase al Título VI del Libro II, el siguiente párrafo y artículo:
justicia,
" 2 bis. De la obstrucción al Artículo 269 bis.-  El que  se rehusare a proporcionar a los tribunales de justicia antecedentes que conozca o que obren en su poder y que permitan establecer la existencia de un delito o la participación punible en él, o que, con posterioridad a su descubrimiento, destruya, oculte o inutilice el cuerpo, los efectos o instrumentos de un crimen o simple delito, será sancionado con la pena señalada para el respectivo crimen o simple delito, rebajada en uno o dos grados.
Estarán exentas de las penas que establece este artículo las personas a que se refieren el inciso final del artículo 17 de este Código y el artículo 201 del Código de Procedimiento Penal.".".
Aprobado en sesiones celebradas con esta fecha y los días 17 y 24 de abril pasado, con asistencia de los HH. Senadores señores Hernán Vodanovic Schnake (Presidente), Sergio Diez Urzúa (Miguel Otero Lathrop), Sergio Fernández Fernández, Carlos Letelier ¶Bobadilla (Olga Feliú Segovia) y Máximo Pacheco Gómez.
Sala de la Comisión, a 8 de mayo de 1991.
PATRICIO USLAR VARGAS                              FERNANDO SOFFIA    C                                                                                        Secretario 
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